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6. GÉNERO Y CIUDADANÍA: LOS ORGANISMOS 
DE IGUALDAD Y EL ESTADO DE BIENESTAR 
EN ESPAÑA 1 
CELIA VALIENTE FERNÁNDEZ 
INTRODUCCIÓN 
En este capítulo me propongo examinar la influencia de los organis-
mos de igualdad en el establecimiento de los derechos sociales de una 
parte de la ciudadanía. Examino esta cuestión valiéndome de dos es-
tudios de caso, centrados en la principal institución de este tipo del 
Estado en España, el Instituto de la Mujer, creado en 1983 2. Analizo 
la participación de este Instituto en los debates que preceden a las de-
cisiones más importantes en dos áreas de política pública: la forma-
ción ocupacional (formación dirigida a las personas que están traba-
jando o se encuentran desempleadas) 3 yel aborto. 
Las investigaciones académicas suelen incluir la formación ocupa-
cional entre los programas que forman el Estado de bienestar. No 
sucede lo mismo en el caso del aborto, puesto que la interrupción vo-
luntaria del embarazo (IVE) es generalmente entendida como un con-
flicto moral que las democracias tienen que resolver, o como uno de 
los derechos de las mujeres (Barreiro 1998; Githens y Stetson 1996). 
Profesora de Sociología, Universidad Carlos 111. 
1 El origen de este capítulo es mi primera contribución a un proyecto internacional 
de investigación sobre la influencia de los organismos de igualdad en los debates polí-
ticos acerca de la formación ocupacional, el aborto, la representación política, el cui-
dado de los niños, la prostitución, y otros temas de importancia en las democracias 
post-industriales, dirigido por Dorothy McBride Stetson y Amy G. Mazur. Desearía 
agradecer a Pilar Folguera sus comentarios a esta ponencia, y a Laura Cruz su ayuda en 
la búsqueda de fuentes primarias y secundarias. Ella, al igual que Manuel ]iménez, hi-
cieron observaciones y sugerencias inestimables a versiones anteriores de este artículo, 
que fueron presentadas en congresos y seminarios en Estados Unidos, Dinamarca, Rei-
no Unido, Italia, Francia y España. 
2 Sobre el Instituto de la Mujer, consúltese Threlfall (1996,1998). 
3 No estudio laJormación profesional; ésta comprende, en general, programas 
educativos para estudiantes, y no para ocupados o parados. 
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Considero estas concepciones sobre el aborto acertadas pero incom-
pletas. En algunos países occidentales las IVEs se realizan en el servi-
cio sanitario público, un componente importante del Estado de bie-
nestar, o bien estas operaciones se efectúan en centros privados pero 
subvencionados con dinero público. En otros'países estas posibilida-
des no existen pero han sido debatidas y defendidas por actores políti-
cos y sociales centrales. Propongo, pues, que estudiemos el aborto 
como una parte más de la política social, tal como hacemos, por ekm-
plo, con la sanidad, las prestaciones por desempleo, o las pensiones de 
jubilación. 
En la primera sección de este artículo examino la literatura de 
ciencias sociales sobre el Estado de bienestar. Estos estudios suelen 
pasar por alto el papel de las mujeres como constructoras de la políti-
ca social. Una minoría de trabajos sí examina la cuestión, centrándose 
sobre todo en analizar la influencia de las mujeres encuadradas en 
partidos socialdemócratas (en el poder) o en organizaciones de la so~ 
ciedad civil. Por otra parte, el análisis de la literatura comparada sobre 
los organismos de igualdad sugiere que las mujeres también pueden 
utilizar estas instituciones para participar en la elaboración de progra-
mas sociales. Es más, esta literatura propone que la principal institu-
ción feminista del Estado central en España ejerce una influencia mo-
derada (pero no despreciable) en la elaboración de políticas públicas. 
En la segunda sección de este capítulo cotejo estas proposiciones con 
el caso empírico de la formación ocupacional en España desde 1983, y 
compruebo que el Instituto de la Mujer apenas ha participado en los 
debates políticos en el área estudiada. En la tercera sección presento 
el segundo caso empírico, la despenalización del aborto en España en 
los años ochenta, y documento la influencia del Instituto de la Mujer 
en la elaboración de las disposiciones legislativas que regulan la des-
penalización de la IVE. En la cuarta sección analizo los resultados de 
ambos casos de estudio, y propongo las tres condiciones, necesarias 
pero no suficientes, para que un organismo de igualdad en España 
consiga influir de manera decisiva en la elaboración de programas so-
ciales: que la cuestión sea de interés prioritario para el equipo directi-
vo de la institución, que éste haya construido previamente canales de 
comunicación y cooperación con las autoridades encargadas del asun-
to, y que la dirección del organismo de igualdad conozca la materia y 
el área de política pública con ella relacionada. 
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REVISIÓN DE LA LITERATURA 
Según la ya clásica definición de Marshall de 1949 incluida en su lec-
ción magistral titulada Citizenship and Social Class, la ciudadanía com-
prende el conjunto de derechos (y deberes) que permite a los indivi-
duos sentirse y actuar como miembros plenos de la comunidad. 
Analizando la historia de los varones británicos de clase trabajadora, 
Marshall identificó como derechos clave los civiles (conferidos en el 
siglo XVIII), los políticos (alcanzados principalmente en el XIX) Y los 
sociales, que conforman el Estado de bienestar, conseguidos en el XX 
(Marshall 1973 [1949]). La literatura sobre género y ciudadanía ha 
enfatizado la importancia de los derechos sociales para que las muje-
res participen en términos de igualdad en la vida de la comunidad 
(Siim 1996). 
Los principales estudios acerca del Estado de bienestar se dife-
rencian, entre otras dimensiones, por los factores que identifican 
como claves en el origen y desarrollo de la política social. Podemos 
agrupar la mayor parte de estas investigaciones en cuatro grupos: in-
dustrialistas, socialdemócratas, estatistas y feministas. 
Simplificando mucho, cabe afirmar que los autores de la denomi-
nada perspectiva industrialista entienden la política social como un 
resultado de la industrialización, que crea condiciones de vida y traba-
jo inseguras para numerosos segmentos de la población (producidas, 
entre otros factores, por el desempleo y la jubilación involuntarias). 
Estos procesos tienen lugar en un contexto en el que los individuos 
han abandonado la tierra y dependen del trabajo asalariado para so-
brevivir. La industrialización va acompañada, además, de la produc-
ción de un surplus de riqueza y del desarrollo de una burocracia esta-
tal cada vez más compleja, que pueden emplearse en la elaboración de 
programas sociales (Wilensky 1975; Wilensky y Lebeaux 1965). 
Por contraste con los autores industrialistas, los estudiosos de la 
llamada perspectiva socialdemócrata argumentan que, en el caso de las 
democracias post-industriales, el Estado de bienestar es el resultado 
de la movilización de la clase trabajadora. Por tanto, los programas so-
ciales no son la consecuencia cuasiautomática de transformaciones 
económicas (la industrialización), sino de l-alucha política de los traba-
jadores, organizados en sindicatos y partidos de izquierdas. La implan-
tación del sufragio universal permite a la clase trabajadora aumentar su 
influencia merced al gran número de personas (con su correspondiente 
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voto) que la forman (Esping-Andersen 1985; Korpi 1978; Shalev 1983; 
Stephens 1979). 
Las teorías agrupadas bajo la categoría de "estatistas" (state-cente-
red theories) entienden que ciertas características del Estado, tales 
como la existencia o inexistencia de una burocracia extensa y no co-
rrupta, influyen en el desarrollo de los programas sociales de un país. 
Por ejemplo, la estructura centralizada del Estado conduce a la cons-
trucción del sistema de bienestar en mayor medida que una descentra-
lizada, entre otras razones, porque posibilita que las medidas se apli-
quen en todo el territorio, mientras que la estructura descentralizada 
permite a los grupos opuestos al Estado de bienestar aprovechar las 
distintas instancias territoriales de gobierno para bloquear los progra-
mas sociales. Además, las políticas ya establecidas influyen en el carác-
ter de las futuras, puesto que la élite política y burocrática desarrolla 
nuevos programas no tanto en reacción a nuevos problemas, cuanto 
en respuesta a medidas anteriores, ampliándolas, intentando mejorar-
las o aplicándolas a otras áreas de política pública (Ashford 1986; He-
do 1975; Orloff y Skocpol1984; Weir, Orloff y Skocpol1988). 
Según ha argumentado Joya Misra (1998), en general, los análisis 
pluralistas, socialdemócratas y estatistas han tendido a silenciar el 
papel de las mujeres en la elaboración de la política social, al enfati-
zar la importancia de otros actores y de otros factores causales, entre 
ellos: las transformaciones económicas, el movimiento obrero orga-
nizado (partidos de izquierda y sindicatos), los políticos y los buró-
cratas, las características del Estado y las medidas elaboradas con an-
terioridad. 
En los últimos años se han realizado interesantes estudios sobre la 
política social actual desde una perspectiva de género (denominados 
también análisis feministas). Algunos de ellos examinan la repercu-
sión de los distintos tipos de Estados de bienestar contemporáneos 
(llamados "regímenes" en la literatura) sobre la población femenina. 
Han documentado que, en cualquier país, los hombres y las mujeres 
se benefician en distinta medida de los diferentes programas sociales. 
Han concluido, además, que los Estados de bienestar de países dis-
tintos tratan a las mujeres de forma bastante diferente (Langan y Ost-
ner 1991; Lewis 1992; Orloff 1993; Sainsbury 1996). En general, estos 
análisis presentan a las mujeres como receptoras (pasivas) de presta-
ciones sociales, más que como agentes activos que contribuyen a ela-
borar políticas sociales. De este modo, comparten con los realizados 
por los autores industrialistas, socialdemócratas y estatistas una carac-
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. terística común: el pasar por alto la contribución de las mujeres en el 
desarrollo del Estado de bienestar. 
Ciertas investigaciones sobre el Estado de bienestar actual sí han 
prestado atención al papel de las mujeres en la creación de prestacio-
nes sociales, y han enfatizado la importancia de las mujeres organiza-
das en partidos de izquierdas que están o han estado en el gobierno, 
sobre todo en países nórdicos (Ruggie 1987). Sin embargo, han sido 
sobre todo los estudios históricos acerca del origen de los Estados del 
bienestar los que han documentado la actividad y la influencia de las 
mujeres en la formulación de programas sociales, por ejemplo, de aso-
ciaciones de mujeres procedentes de la élite económica y social en el 
inicio de las, pensiones para madres y otros programas en Estados Uni-
dos (Gordon 1994; Skocpol et al. 1993), de grupos de reformadoras 
sociales de dase media en los primeros programas para mujeres y ni-
ños en Inglaterra, Estados Unidos, Alemania y Francia entre 1890 y 
1920 (Koven y Michel1990), o de asociaciones de mujeres yorganiza-
ciones feministas en el desarrollo de las prestaciones familiares en In-
glaterra y Francia entre 1914 y 1945 (Pedersen 1993). 
En síntesis, las investigaciones feministas mencionadas han desta-
cado la influencia ejercida por mujeres encuadradas en partidos de iz-
quierdas en el gobierno o en organizaciones de la sociedad civil en la 
aparición y el desarrollo de políticas sociales. Ello no obstante, argu-
mento que esta influencia puede también provenir de otros ámbitos, 
por ejemplo, de los organismos de igualdad (Stetson y Mazur 1995). 
Instituciones cuyo principal cometido es impulsar la formulación y 
puesta en práctica de medidas para mejorar la situación de las mujeres 
y alcanzar un mayor grado de igualdad entre éstas y los hombres se 
han fundado y consolidado en la mayor parte de los países occidenta-
les desde aproximadamente los años setenta. En la literatura sobre 
ciencias sociales estas instituciones suelen llamarse "organismos de 
igualdad" o "instituciones feministas", conociéndose el conjunto de 
las mismas con las expresiones "feminismo de Estado" (state femi-
nism), "feminismo oficial" o "feminismo institucional". En este capí-
tulo analizo el papel desempeñado por estas instituciones en la elabó-
ración de políticas sociales, papel no analizado en la literatura sobre 
Estados de bienestar. El único estudio sobre el féminismo oficial rea-
lizado desde una perspectiva internacional examinó, principalmente, 
la política de empleo (Stetson y Mazur 1995: 19; véase infra). Otros 
análisis sobre el feminismo de Estado se centran en el estudio de un 
único país, y cuando examinan alguna política social suelen investigar 
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las relacionadas más directamente con la situación de las mujeres, por 
ejemplo, las relativas al cuidado de los niños (véase, por ejemplo, 
Franzway et al. 1989, para Australia). 
En todos los países, la mayoría de los organismos de igualdad no 
posee ni las competencias ni los recursos necesarios para formular y 
poner en práctica ellos mismos políticas públicas, pero tiene el man-
dato explícito de intentar convencer a otras instituciones para que ela-
boren medidas que contribuyan a mejorar la situación de las mujeres. 
Las decisiones políticas son normalmente precedidas por debates o 
discusiones, en los que se definen los problemas que las autoridades 
van a intentar resolver, y se estudian las posibles soluciones a los mis-
mos. Defiendo que los organismos de igualdad desempeñan un papel 
importante en el proceso político cuando consiguen introducir nocio-
nes de género en estas discusiones políticas. Utilizo la expresión "no-
ciones de género" para referirme a las diferencias entre los hombres y 
las mujeres relativas a su situación económica, política, social y cultu-
ral, si bien soy consciente de que el vocablo "género" tiene muchos 
otros significados (Scott 1986). Propongo que, a igualdad de otras 
condiciones, si el debate que precede a una política contiene referen-
cias de género, la política en cuestión responderá mejor a las necesida-
des de las mujeres (como quiera que se definan) que si no las contu-
viera. 
La idea de la inclusión de la perspectiva de género en las delibera-
ciones políticas es similar al concepto de representación "sustantiva" 
acuñado por Hanna Fenichel Pitkin (1972 [1967]). Según esta autora, 
la representación "descriptiva" se refiere a la presencia de individuos 
que comparten las características del grupo representado. En el caso 
de las mujeres, la representación "descriptiva" en el ámbito político 
tiene lugar cuando éstas forman parte de la élite gobernante, partici-
pación en la élite política entendida por algunas autoras (J ónasdóttir 
1988) como uno de los intereses cruciales de las mujeres. De otro 
lado, la representación "sustantiva" consiste en la explicitación de las 
preferencias de grupos determinados (con independencia de quién las 
haga explícitas). Argumento que la representación "sustantiva" de las 
mujeres tiene lugar, entre otras circunstancias, cuando se consigue in-
cluir la perspectiva de género en los debates políticos. 
La literatura sobre el feminismo oficial ha documentado que estas 
instituciones han desempeñado un papel fundamental a la hora de tra-
ducir las aspiraciones del movimiento en objetivos concretos de políti-
cas reales (Eisenstein 1991: 23; Outshoorn 1997; Sawer 1990; Watson 
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1990). El primer estudio internacional sobre feminismo oficial en ca-
torce Estados (Alemania, Australia, Canadá, Dinamarca, España, Es-
tados Unidos, Francia, Irlanda, Italia, Noruega, Países Bajos, Polonia, 
Reino Unido y Suecia) concluyó que las instituciones feministas son 
más efectivas en la promoción de políticas de igualdad en aquellos paí-
ses que cumplen dos condiciones. En primer lugar, amplios sectores 
de la población creen que el Estado debe intervenir activamente en el 
ámbito económico y social con el fin de reducir las desigualdades so-
ciales y, además, dicho Estado posee la capacidad estructural de in-
cluir a diversos actores societales en el proceso de elaboración de polí-
ticas públicas. En segundo lugar, existe un movimiento feminista 
vigoroso compuesto por una rama radical y otra reformista, dispuesta 
esta última a cooperar con las instituciones (Stetson y Mazur 1995). 
Del estudio dirigido por Stetson y Mazur se deduce, entonces, el 
pronóstico de que el principal organismo de igualdad en España ejer-
cerá una influencia moderada (pero no despreciable) en el proceso de 
toma de decisiones políticas. De un lado, amplios sectores de la pobla-
ción española creen que el Estado debe intervenir en la sociedad y la 
economía a fin de encargarse de los individuos con problemas (Bel-
trán 1990). Además, algunos actores sociales están incluidos en el pro-
ceso de toma de decisiones políticas, si bien en grado menor que en 
otros países (Subirats 1992). Por otra parte, en términos comparati-
vos, el movimiento feminista es débil (pero no insignificante), y se 
compone de una corriente radical y de otra reformista dispuesta a tra-
bajar con el Estado 4. 
Es preciso recordar que la investigación coordinada por Stetson y 
Mazur (1995) analiza, sobre todo, la influencia de los organismos de 
igualdad en distintos países respecto de la política de empleo. ¿Es po-
sible (y frecuente) que una misma institución feminista resulte muy in-
fluyente en algunas áreas de política pública e irrelevante en otras? 
Ésta es una pregunta empírica que requiere una respuesta también 
empírica. Con el fin de examinar si la influencia de los organismos de 
igualdad varía en torno a distintas cuestiones, la investigación presen-. 
tada en este artículo contiene dos estudios de caso, la formación ocu-
pacional y el aborto, y será completada en el futuro. con otros casos de 
estudio relativos al cuidado de los niños, la prostitución yel desem-
pleo. 
4 Sobre el movimiento feminista en España, véanse: Durán y Gallego (1986); Esca-
rio et al. (1996); Folguera (1988); Scanlon (1990); Threlfall (1985; 1996). 
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EL PRIMER CASO EMPÍRICO: LA FORMACIÓN OCUPACIONAL 
EN ESPAÑA DESDE 1983 
Selección de los debates y las fuentes 
En este caso de estudio analizo los debates políticos relativos a la for-
mación ocupacional en España desde 1983, fecha de creación del Insti-
tuto de la Mujer. Como he mencionado antes, este capítulo se enmarca 
en un proyecto internacional de investigación. Los criterios para selec-
cionar los debates en dicho proyecto son los siguientes: "(1) Los deba-
tes tienen lugar en escenarios públicos tales como parlamentos, tribu-
nales de justicia, medios de comunicación, congresos de partidos 
políticos o campañas electorales. (2) Los debates se producen en esce-
narios en los que los organismos de igualdad pueden participar. (3) Los 
debates recogen adecuadamente la diversidad de posturas sobre el 
tema en cuestión en el periodo cubierto por la investigación. (4) Los 
debates concluyen con una decisión política (por ejemplo, la aproba-
ción de legislación, la sentencia de un tribunal, o una propuesta políti-
ca)" (Stetson y Mazur 1997: 5-6). 
Las fuentes para la realización de este estudio de caso incluyen do-
cumentos publicados del Instituto de la Mujer, legislación, programas 
electorales de partidos políticos, resoluciones de los congresos de par-
tidos y sindicatos, publicaciones de las organizaciones empresariales y 
sindicales, prensa y una deliberación parlamentaria. 
El primer debate: el ((Plan FIP" y la Creación del Consejo 
General de la Formación Profesional (1985-1986) 
Durante la transición a la democracia las élites políticas prestaron es-
casa atención, realizaron parcos esfuerzos y dedicaron pocos recursos 
a la formación ocupacional. Los programas heredados del franquismo 
fueron languideciendo, yel número de personas que asistía a un curso 
ocupacional pasó de aproximadamente 300.000 en 1975 a cerca de 
60.000 en 1985 (Fundación Encuentro 1993: 185-186; Pérez Díaz y 
Rodríguez 1994: 25). 
Esta situación cambió en 1985 con la aprobación de un plan de 
formación ocupacional integral, el denominado "Plan Nacional de 
Formación e Inserción Profesional" ("Plan FIP") , uno de cuyos obje-
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. ávos consistía en desarrollar programas de formación ocupacional di-
rigidos a diversos colectivos, entre ellos los parados. Las élites políti-
t cas españolas pretendían, con la elaboración de este plan, aprovechar 
! la financiación que el Fondo Social Europeo otorgaba a los estados 
I miembros de la Comunidad Europea (CE), donde España ingresaría 
r en 1986. 
, En este mismo año se creó el Consejo General de la Formación 
Profesional (Ley 1 de 7 de enero), dependiente del Ministerio de Tra-
bajo, formado por representantes de la Administración, los empresa-
rios y los sindicatos. Este órgano consultivo elaboraba recomendacio-
nes al Gobierno en materia de formación ocupacional (y profesional); 
también formulaba políticas, puesto que proponía y aprobaba regu-
larmente el plan de formación ocupacional (y profesional), y controla-
ba la puesta en práctica del mismo. El Ministerio de Cultura, al que 
pertenecía el Instituto de la Mujer (desde 1983 hasta 1988), no estaba 
representado en este Consejo General. 
El volumen de recursos dedicado a la formación ocupacional cre-
ció inmediatamente tras la aprobación del Plan FIP. Así, el gasto pú-
blico en esta materia (en términos monetarios) fue de 15.306 millones 
de pesetas en 1985, de 47.710 millones en 1986, y de 134.000 millones 
en 1989 (Fundación Encuentro 1993: 186). De modo similar, el núme-
ro de personas que siguieron este tipo de cursos también se incremen-
tó, desde aproximadamente 60.000 en 1985 hasta superar los 400.000 
a principios de los noventa (Pérez Díaz y Rodríguez 1994: 25). 
El debate político que precedió a la aprobación del Plan FIP y a la 
creación del citado Consejo General (las principales medidas sobre 
formación ocupacional en los años ochenta) es analizado en esta in-
vestigación 5. Los participantes en el mismo fueron, sobre todo, políti-
5 Las fuentes utilizadas para la reconstrucción de esta discusión son: AP (1982: 34-
36); PSOE (1982; 1984: 31-32); UGT (1983: 134-137); Gaceta Sindical (la publicación 
periódica de CCOO) y &letín de CEDE/Noticias de CEDE (la publicación periódica 
de CEOE) (he examinado todos los números de las publicaciones periódicas de 
CCOO y CEOE entre 1984 y 1986, ambos años inclusive); y recortes de prensa. La 
discusión sobre la creación dd Consejo General de la Formación Profesional queJó 
reflejada en parte en un debate parlamentario, puesto que dicho Consejo fue estableci-
do por Ley (las Leyes necesitan procesanúento parlamentario). El íter legislativo com-
pleto puede consultarse en d Archivo dd Congreso de los Úípútados, legajo 3239 de 
la serie general. El debate parlamentario tuvo lugar en: la sesión plenaria dd Congreso 
de los Diputados (27 junio 1985), la reunión de la Comisión de Educación y Cultura 
dd Congreso de los Diputados (26 noviembre 1985), y la reunión de la Comisión de 
Educación, Universidades, Investigación y Cultura dd Senado (5 diciembre 1985). 
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cos y altos funcionarios del Ministerio de Trabajo, junto con represen..¡ 
tantes de las principales confederaciones sindicales (UGT y CCOO) y 
empresariales (CEOE y CEPYME), y de los partidos poüticos. Todos 
ellos se mostraron de acuerdo (expücita o implícitamente) en la con: 
veniencia de que España aprovechara los fondos europeos para revita-: 
!izar la languideciente formación ocupacional. Los representantes de 
los sindicatos y de los partidos de izquierda entendían la formación 
ocupacional como una herramienta para combatir el elevado desem-
pleo, esto es, como una parte de las poüticas activas del mercado de 
trabajo (Cruz 1996) 6. Argumentaban que una de las causas del paro 
involuntario radicaba en que la formación de la población activa no 
coincidía con la demandada por los empresarios, por lo que muchos 
individuos en edad de trabajar no eran empleables. El Partido Con-
servador (en aquellos años bajo las denominaciones de Alianza Popu-
lar y Coalición Popular) y las organizaciones empresariales, por el 
contrario, defendían la promoción de la inversión privada, y no tanto 
la formación ocupacional, para luchar adecuadamente contra el de-
sempleo. El Instituto de la Mujer no tomó parte en esta discusión so-
bre programas formativos ocupacionales de los años ochenta. Ade-
más, ningún participante en el debate argumentó de acuerdo con una 
perspectiva de género. 
El segundo debate: los pactos de 1992 y 1996 Y la reforma 
del Consejo General de la Formación Profesional 
A principios de la década de los noventa resultaba claro que había que 
promocionar la formación de los ocupados, puesto que la mayor parte 
de los recursos se había empleado hasta entonces en desarrollar la di-
rigida a los parados y a los jóvenes en busca de su primer empleo. Los 
representantes del Estado y de los interlocutores sociales firmaron dos 
pactos el 16 de diciembre de 1992 7. Ambos acuerdos establecieron 
alicientes para la formación ocupacional proporcionada en las gran-
6 La tasa de paro en nuestro país era de 21 % en 1985 (OECD 1992: 43). La tasa de 
paro es el porcentaje de parados sobre el total de activos (ocupados y parados). 
7 Los representantes de los trabajadores y los empresarios firmaron el Acuerdo 
Nacional de Formación Continua. El Acuerdo Tripartito en Materia de Formación 
Continua de los Trabajadores Ocupados fue rubricado por los representantes del Esta-
do, los trabajadores y los empresarios. 
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des empresas, y en grupos de pequeñas y medianas empresas. De otro 
lado, si hasta esa fecha el Instituto Nacional de Empleo (INEM) se ha-
bía encargado de la gestión de los programas de formación para los 
desempleados y los ocupados, desde la firma de los Acuerdos se en-
cargaría sólo de los cursos dirigidos a los parados. Los programas para 
los ocupados pasaron entonces a ser administrados de forma conjunta 
por las organizaciones empresariales y sindicales (pero no por el Es-
tado). Fundaciones bi-partitas con representantes sindicales yempre-
sariales se fueron creando con este propósito, denominándose la de 
ámbito nacional "Fundación para la Formación Continua en la Em-
presa" (FORCEM) (CES 1997; Pérez Díaz 1994: 10)8. 
Los representantes del Estado, de los sindicatos y de las asociacio-
nes empresariales firmaron tres pactos más el 19 de diciembre de 
1996 9• Los acuerdos crearon incentivos adicionales para que las pe-
queñas empresas proporcionaran formación a sus trabajadores (CES 
1997: 259) lO, e incluyeron nuevas categorías de trabajadores entre los 
potenciales beneficiarios de los programas formativos ocupacionales, 
entre otros, los autónomos y los de la agricultura. Desde la firma de 
los acuerdos de 1992, el número de trabajadores que ha seguido cur-
sos de formación ocupacional ha aumentado continuamente, hasta al-
canzar aproximadamente el 18% de la población asalariada en 1996 
(CES 1998: 317). 
Durante la década de los noventa las competencias en materia de 
formación ocupacional se transfirieron del Estado central a algunas 
Comunidades Autónomas (CCAA): Cataluña (1991), Valencia (1992), 
Galicia y Andalucía (1993), e Islas Canarias (1994). Se hizo entonces 
8 Aunque la gestión de la formación ocupacional para ocupados se transfirió a los 
agentes sociales, el dinero para financiar dichos programas es en 1998 recaudado por 
el Estado. Los recursos para sufragar todos los cursos (tanto los dirigidos a los ocupa-
dos como a los parados) proviene de dos fuentes: el Fondo Social Europeo y las cotiza-
ciones obligatorias de empresarios y trabajadores (el 0,7% de la masa salarial). 
9 Dichos acuerdos se denominan el "Acuerdo de Bases sobre la Política de Forma-
ción Profesional", el "Segundo Acuerdo Nacional de Formación Continua", y el 
"Acuerdo Tripartito sobre Formación Continua". El primero fue suscrito por el Go-
bierno, UGT, CCOO, CEOE y CEPYME. Los acuerdos segundo y tercero tuvieron 
un firmante adicional a los ya mencionados para el primero: la Confederación Intersin-
dical Gallega (CES 1997: 249-250). _' 
10 En España la mayor parte de las empresas son muy pequeñas: en 1995, el58% 
de las empresas no empleaba a ninguna persona, el 24 % empleaba a una o dos, y el 
13% empleaba a un número comprendido entre 3 y 9, ambos inclusive (CES 1997: 
258). 
• 
ocraci4
~
'
l
l
,
210 Ciudadanía y demo~l 
• J: 1 . 1 
necesano relOrmar e ConsejO General de la Formación Profesional: 
(Ley 19 de 9 de junio 1997), a fin de incluir en él a los representantei: 
de l<?s Gobiernos autonómicos, además de los representantes ya estat. • 
blecldos (del Estado central, los sindicatos y las asociaciones emprest,. . 
riales). 'l 
L~ di~~usiones que p~ecedieron a los Acuerdos de 1992 y 1996; 
a la discuslon parlamentana de la Ley de 1997 que reformó el Consejcp 
General de la Formación Profesional han sido seleccionadas para d 
estudio en este artículo 11. Dichos acuerdos y la mencionada Ley de 
1997 constituyen las principales medidas tomadas en el ámbito de la 
formación ocupacional en la década de los noventa (hasta la finaliza-
ción del trabajo de campo correspondiente a este estudio de caso, en 
enero de 1998). ¡ 
Los temas y la división de opiniones que aparecieron entre los par-
ticipantes en el debate de los años ochenta también surgieron en el de 
los noventa. Los representantes del PSOE y de los sindicatos reitera-
ron que la formación ocupacional inadecuada constituía una de las 
causas del elevado desempleo en España, mientras que los represen-
tantes del Partido Popular y de los empresarios defendieron que el 
origen del alto nivel de paro radicaba sobre todo en la oferta, en con-
creto, en los salarios elevados y la falta de incentivos para la inversión 
privada. Ello no obstante, una vez más, todos los que tomaron parte 
e? la deliberación se mostraron de acuerdo en la necesidad de promo-
CIonar la formación ocupacional. 
Al igual que sucedió en los años ochenta, el Instituto de la Mujer 
n? intervino en el.debate de los noventa, debate que tampoco incluyó 
mnguna perspectiva de género. Esta falta de influencia de la institu-
ción feminista se produjo pese a que los documentos más importan-
tes del 1M, los planes de igualdad, contenían referencias a la forma-
ción ocupacional (1M 1988: 61-69, 73; 1M 1993: 59-63,66-67, 70, 72, 
77 -78) 12, ya que el Instituto de la Mujer organizó un seminario sobre 
11 Las fuentes utilizadas para d análisis de estos debates son: CP (1986); PP (1989; 
1993; 1996); PSOE (1986; 1988; 1989; 1990; 1993; 1994; 1996); UGT (1986; 1990; 
1994); Gaceta Sindical y Boletín de CEOE/Noticias de CEOE (todos los números de las 
dos publicaciones periódicas aparecidos entre 1986 y 1997, ambos años inclusive)· He-
"a~ientas: Revista de Formación para el Empleo (todos los artículos que contiene~ en-
trevIstas a actores en d área de política pública de formación ocupacional publicados 
entre 1988 y 1997, ambos años inclusive); y artículos de prensa. 
• 12 Un Plan de Igualdad es un instrumento de política pública. Consiste en un con-
Junto de medidas cuyo objetivo es la consecución de mayores cotas de igualdad entre 
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~ "formación ocupacional desde la perspectiva de las mujeres", cuyas 
flrltas fueron publicadas (1M 1989). 
• 
EL SEGUNDO ESTUDIO DE CASO: LA REGULACIÓN DEL ABORTO 
EN ESPAÑA 
Selección de los debates y las fuentes 
Respecto a la regulación del aborto en España, he seleccionado única-
mente un debate, que tuvo lugar entre 1983 y 1986. Este debate fue la 
principal deliberación en tomo a la cuestión desde 1983, cuando se 
creó el Instituto de la Mujer, hasta la finalización del trabajo de campo 
para este estudio de caso (verano de 1998). La principal fuente para 
investigar la discusión pública sobre el aborto de mediados de los 
años ochenta es una excelente tesis doctoral titulada Democracia y 
conflicto moral: la política del aborto en Italia y España (Barreiro 1998), 
la cual sigo muy de cerca en este trabajo al describir la mencionada 
deliberación pública. He consultado, además, los debates parlamenta-
rios anteriores a la aprobación de la Ley, así como legislación, docu-
mentos publicados y no publicados del 1M, y documentos no publica-
dos del Ministerio de Educación y Consumo. 
La primera parte del debate: la Ley Orgánica 9/1985 
La interrupción voluntaria del embarazo fue definida como un delito 
en 1941 por la Ley de 24 de enero. En 1944 esta Ley antiabortista fue 
abolida, pero los artículos relativos al aborto fueron incluidos en el 
Código Penal. Éste prohibió el aborto con la cárcel (entre 6 meses y 6 
años), y calificó la interrupción voluntaria del embarazo (lVE) como 
un delito sin circunstancias atenuantes, salvo cuando la mujer lo co-
metía en un intento de ocultar su deshonra (Barreiro 1998: 35). 
los hombres y las mujeres. Estas medidas son puestas enyáctica por los distintos mi-
nisterios en un periodo determinado. Se han daborado tres Planes de Igualdad de ám-
bito nacional: d primero, para ser aplicado entre 1988 y 1990; d segundo, que com-
prende d periodo 1992-1995; y d tercero, correspondiente al periodo 1997-2000. Los 
Planes de Igualdad rdevantes para este artículo son los dos primeros. 
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La despenalización del aborto tuvo lugar en 1985, por medio de la 
Ley Orgánica 9 de 5 de julio, de reforma del artículo 417 bis del Códi-
go Penal (denominada en este capítulo "ley del aborto" o "Ley Orgá-
nica 9/1985"). Desde entonces, el Código Penal no castiga la interrup-
ción voluntaria del embarazo realizada en tres circunstancias: cuando 
el embarazo es el resultado de una violación (el llamado "aborto éti-
co"), cuando pone en grave peligro la vida y la salud física o psíquica 
de la embarazada (el denominado "aborto terapéutico"), y cuando se 
presume que el feto nacerá con graves taras físicas o psíquicas (ellla-
mado "aborto eugenésico"). El siguiente año, un Real Decreto del Mi-
nisterio de Sanidad y Consumo desarrolló la aplicación de la ley del 
aborto (Real Decreto 2409/1986, de 21 de noviembre, sobre centros 
sanitarios acreditados y dictámenes preceptivos para la práctica legal 
de la interrupción voluntaria del embarazo, llamado en este trabajo 
"Real Decreto 2409/86") (Barreiro 1998: 37 -38). Las discusiones que 
precedieron a la aprobación de la ley del aborto y del Real Decreto 
2409/86 han sido examinadas para la elaboración de este estudio de 
caso. 
Como muestro a continuación, la discusión que dio lugar a la ley 
del aborto y al Real Decreto de 1986 empezó ocho meses antes de la 
creación del Instituto de la Mujer. Pese a ello, el organismo de igual-
dad tomó parte en este debate posteriormente, entre la aprobación de 
la primera y la segunda disposición legislativa. La influencia del 1M 
fue sustancial, ya que consiguió incluir en el Real Decreto de 1986 al-
gunas disposiciones que facilitaban el acceso al aborto (Barreiro 
1998: 194). 
El debate parlamentario que condujo a la aprobación de la Ley 
Orgánica 9/85 comenzó cuando el gobierno socialista presentó un 
proyecto de ley para la reforma del Código Penal que despenalizaba la 
interrupción voluntaria del embarazo en los supuestos ético, terapéu-
tico y eugénico (Barreiro 1998: 208-211). El PSOE, con una mayoría 
absoluta de escaños en el Parlamento, defendió el proyecto en el Con-
greso argumentando, entre otras razones, que la reforma propuesta 
era constitucional, y que era apoyada por la mayoría de la población, 
de acuerdo con las encuestas de opinión. El partido socialista enfatizó 
el carácter moderado del proyecto, ya que el aborto continuaría sien-
do un delito penalizado en el Código Penal, salvo en las tres circuns-
tancias mencionadas. El partido comunista defendió una despenaliza-
ción del aborto más extensa, al proponer que fuera permitido durante 
los tres primeros meses de embarazo en todas las circunstancias, y que 
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las operaciones se realizaran de modo gratuito en el sistema sanitario 
público. 
El principal oponente del proyecto fue Alianza Popular (AP), el 
primer partido de la oposición. La mayoría (aunque no la totalidad) 
de sus diputados eran detractores de cualquier forma de despenaliza-
ción de la interrupción voluntaria del embarazo. Igual sucedía en el 
caso de la Unión de Centro Democrático (UCD) y del Partido Nacio-
nalista Vasco (PNV), mientras que una división de opiniones caracte-
rizaba (y caracteriza) a Convergencia i Unió (CiU). En el Congreso, 
los representantes contrarios a la despenalización del aborto afirma-
ron que la reforma propuesta era inconstitucional, y definieron la inte-
rrupción voluntaria del embarazo como un asesinato. 
El30 de octubre de 1983, 6 días después de la creación del Institu-
to de la Mujer, el Senado aprobó el proyecto de ley. Dos días después 
de su aprobación, y antes de su promulgación, el parlamentario de AP, 
José María Ruíz Gallardón, respaldado por 54 parlamentarios de esta 
formación política, interpuso un recurso previo de inconstitucionali-
dad ante el Tribunal Constitucional (TC) contra el proyecto. El proce-
so de toma de decisiones políticas en esta materia quedó suspendido 
hasta que el TC pronunciara sentencia, lo que hizo año y medio des-
pués (Barreiro 1998: 219-220). Mientras tanto tuvo lugar el proceso 
de establecimiento del Instituto de la Mujer (fue creado por la Ley 
16/1983 de 24 de octubre). 
El 11 de abril de 1985 el Tribunal Constitucional hizo pública la 
sentencia relativa al aborto. En ella declaraba que la leyera constitu-
cional, siempre que fuera modificada en el sentido de ofrecer mayores 
garantías a la protección del feto en los casos de aborto terapéutico y 
eugenésico (Barreiro 1998: 219-227). El partido socialista enmendó el 
proyecto de acuerdo con las recomendaciones del TC y lo remitió al 
Parlamento. Carlota Bustelo, directora del 1M, instó al gobierno a re-
solver con rapidez el grave problema que la penalización del aborto 
causaba a muchas mujeres (Barreiro 1998: 228). 
Los siguientes debates en el Congreso y el Senado resultaron mucho 
menos virulentos que los anteriores a la emisión de la sentencia del Tri-
bunal Constitucional. La razón de este cambio de tono en la delibera-
ción se debió a que, aproximadamente en el momento de la publicación 
de la sentencia, el partido conservador inició yn cambio de posición en 
torno a la cuestión. Si antes de 1985 se había opuesto con vehemencia a 
cualquier intento despenalizador, comenzó entonces a suavizar dicha 
oposición; este cambio de posición concluyó en 1989, con la aceptación 
·
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reluctante de la Ley Orgánica 9/1985 (Barreiro 1998: 228). Tras el co-
rrespondiente debate y aprobación parlamentaria, el proyecto se con-
virtió en la Ley Orgánica 9/1985 (Barrdro 1998: 227 -238). 
La segunda parte del debate: El Real Decreto 2409/1986 
La regulación de la puesta en práctica de las leyes sobre el aborto es 
muy importante, puesto que puede facilitar, dificultar e incluso impe-
dir el acceso a la interrupción voluntaria del embarazo (Outshoorn 
1996: 150). La Ley Orgánica 9/1985 nada dice sobre la aplicación de 
la despenalización parcial del aborto, en concreto, acerca de las condi-
ciones bajo las cuales el personal sanitario puede rechazar practicar 
abortos, ni sobre las características de las clínicas donde tendrán lugar 
las operaciones (Barrdro 1998: 238). 
Poco después de la promulgación de la Ley Orgánica 9/1985 se 
estableció una cláusula de conciencia muy amplia y flexible en una cir-
cular del Ministerio de Sanidad y Consumo hecha pública en agosto 
de 1985. El personal sanitario podía oponerse a la realización de abor-
tos en los tres supuestos (o en uno o en dos de ellos) sin alegar razones 
concretas, pudiendo expresar esta oposición por escrito o de cual-
quier otro modo, siempre que lo hiciera ante el director de la clínica u 
hospital. Podía, además, bien oponerse a realizar determinados abor-
tos (pero no otros), bien negarse a realizar cualquier interrupción vo-
luntaria de un embarazo (Barrdro 1998: 238-241). 
Los recursos materiales y humanos requeridos a las clínicas y hos-
pitales para practicar IVEs también fueron especificados en otra dis-
posición (Orden Ministerial de 31 de julio de 1985, del Ministerio de 
Sanidad y Consumo). Estos recursos materiales y humanos eran supe-
riores a los necesarios desde el punto de vista estrictamente sanitario. 
La mencionada Orden Ministerial también requirió el establecimien-
to de una comisión de evaluación, compuesta por cinco miembros del 
personal sanitario, que seguiría el proceso previo a la realización de 
cada aborto concreto. Estas comisiones facilitarían la puesta en prácti-
ca de la Ley Orgánica 9/1985, e informarían y proporcionarían conse-
jo respecto a los problemas de la puesta en práctica de la Ley (Barreiro 
1998: 242-244). 
El aborto constituía una de las prioridades del 1M desde su crea-
ción, tal como documentan numerosas fuentes. Por ejemplo, la mayor 
parte de los números de la revista periódica Mujeres, patrocinada por 
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el 1M, contenía páginas sobre la cuestión 13. El primer número de esta 
revista, publicado en 1983, sólo dos meses después de la creación del 
1M, incluía un reportaje ampliamente documentado acerca del tema; 
comenzaba así: "El Instituto de la Mujer gestionará las medidas legis-
lativas necesarias para lograr que todas las mujeres elijan libremente 
su maternidad ( .. J. En cuanto a la aplicación de la ley de despenaliza-
ción del aborto en tres supuestos, el Instituto de la Mujer negociará 
los requisitos que debe cumplir un centro para practicar dichos abor-
tos en condiciones médicas adecuadas" (Mujeres o: 6). En otras pala-
bras, desde 1983 la dirección del 1M deseaba intervenir en el área de 
política pública relativa al aborto, y había ya decidido cómo y dónde 
intervenir: negociando con el Ministerio de Sanidad respecto de la 
aplicación de la Ley Orgánica 9/1985. 
En aquellos años, el 1M promocionó investigaciones sobre el abor-
to (Aguinaga 1985; 1M 1986c: 30). Además, en mayo de 1984 organi-
zó un seminario sobre mujer y salud, cuyas actas fueron publicadas 
(1M 1984). Acudieron al seminario 259 personas, sobre todo médicos, 
ATS, trabajadores sociales, psicólogos, decisor~s políticos y funciona-
rios. La cuestión del aborto fue ampliamente discutida en dicho semi-
nario, y las ponencias sobre el tema fueron incluidas en las actas publi-
cadas (Cardaño 1984; Peregrín 1984). 
En septiembre de 1985 el 1M elaboró el primero de una serie de 
informes sobre los obstáculos para la aplicación de la Ley Orgánica 
9/1985 14• En estos informes el 1M identificó tres serios problemas. En 
primer lugar, las comisiones de evaluación estaban ejerciendo prerro-
gativas que no tenían, puesto que funcionaban como comités que de-
cidían, caso por caso, si el aborto debía realizarse o no. En segundo lu-
gar, muy pocos centros públicos y ninguno privado practicaban lVEs. 
Por último, dada la extensión de la cláusula de conciencia, muy pocos 
abortos se realizaban en los hospitales públicos (Barreiro 1998: 244-
246; 1M 1985; 1986d; 1986e). 
En los citados informes, el 1M elaboró algunas recomendaciones 
para hacer más fácil el acceso al aborto que incluían, entre otras, la 
simplificación de los trámites burocráticos previos a la realización de 
una lVE legal (por ejemplo, la supresión de las comisiones de evalúa-
13 De acuerdo con el 1M, la revista Mujeres tuvo una tirada de 8.000 ejemplares en 
1983, y de 20.000 ejemplares en 1986 (1M 1986c: 17). 
14 La serie de informes está formada por: 1M (1985; 1986a; 1986b; 1986d; 1986e; 
1986f; 1986g). 
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ción), y el aumento del número de centros autorizados. En 1986 el 1M 
pidió al gobierno que modificara la regulación del aborto incluyendo 
un cuarto supuesto: las circunstancias socioeconómicas de la mujet 
embarazada (Barreiro 1998: 245) 15. La posición del 1M en torno al 
aborto y la petición de una nueva regulación legal crearon serias ten~ 
siones entre el gobierno y el organismo de igualdad 16. Parece que, más 
tarde, el equipo directivo del 1M dejó de insistir en la necesidad de 
nueva legislación, y centró sus esfuerzos en influir en la regulación de . 
la puesta en práctica de la Ley Orgánica 9/1985. 
Desde su fundación, el 1M había venido creando canales de comu-
nicación y colaboración con otras instituciones, por ejemplo, las reu-
niones periódicas del equipo directivo del 1M con autoridades del Mi-
nisterio de Sanidad y Consumo para discutir asuntos diversos, entre 
ellos, la interrupción voluntaria del embarazo. Documentos públicos 
del 1M documentan la celebración de estas reuniones desde 1984 (por 
ejemplo, Mujeres 1: 32-33). Estos canales institucionales de comunica-
ción resultaron cruciales pata influir en los decisores políticos, e in-
cluir nociones de género en el debate acerca del aborto. 
EllO de julio de 1986 el 1M envió al Ministerio de Sanidad un bo-
rrador de disposición legislativa sobre la puesta en práctica de la ley 
del aborto (1M 1986a). Siguiendo en parte las recomendaciones del 
1M, el Ministerio de Sanidad y Consumo (1986a) consideró seriamen-
te la necesidad de realizar modificaciones legales en torno a la aplica-
ción de la ley, y preparó un borrador de Real Decreto que regulaba la 
aplicación de la despenalización de la interrupción voluntaria del em-
barazo (Ministerio de Sanidad y Consumo 1986b). Después, el 1M en-
vió al Ministerio comentarios a este último borrador. El resultado de 
todo este proceso fue el Real Decreto 2409/1986 de 21 de noviembre, 
sobre centros sanitarios acreditados y dictámenes preceptivos para la 
práctica legal de la interrupción voluntaria del embarazo, que susti-
tuía a la anterior Real Orden de 31 de julio de 1985 del Ministerio de 
Sanidad y Consumo. Por comparación con la Real Orden, el Real De-
creto hacía más fácil el acceso al aborto, ya que suprimía las comisio-
nes de evaluación, y requería menos medios materiales y humanos 
15 La petición de nueva legislación aparece, entre otras fuentes, en: 1M (1986d: 173; 
1986e). 
16 Esta información.. fue proporcionada por Carlota Bustelo en una entrevista per-
sonal realizada por Celia Valiente Fernández (Madrid, 6 de abril de 1994) para otro ar-
tículo (Valiente Fernández 1996). 
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para las clínicas que realizaran abortos de bajo riesgo (hasta la semana 
12 del embarazo). 
Del modo esperado, dada la reducción de medios materiales y hu-
manos requeridos, las clínicas privadas se mostraron interesadas en 
convertirse en centros sanitarios acreditados para practicar abortos 
(Barreiro 1998: 248-249). Desde entonces, las clínicas privadas efec-
túan la inmensa mayoría de las IVEs en España. Más del 90% de los 
'abortos son "terapéuticos", realizados, sobre todo, bajo el supuesto 
del grave riesgo para la salud psíquica de la madre. La mayoría de es-
tos abortos relacionados con la salud psíquica son, en realidad, lVEs 
practicadas bajo un supuesto no permitido por la ley: el de las circuns-
tancias sociales y económicas adversas para la embarazada. Por tanto, 
dada la laxa aplicación del Real Decreto, el acceso al aborto va más 
allá de lo permitido por la ley. 
. No obstante lo anterior, el acceso al aborto tiene límites importan-
tes en España. En primer lugar, las clínicas privadas cobran por reali-
zar abortos, lo que no sucede en los centros públicos; por ello, algunas 
(o muchas) mujeres no pueden costearse una lVE. En segundo lugar, 
los centros sanitarios acreditados escasean en algunos núcleos de po-
blación y/o CCAA, lo que hace que el lugar de residencia marque por 
sí mismo una clara diferencia en cuanto a la facilidad para acudir a 
uno de estos centros. Por último, los médicos que practican abortos 
están permanentemente bajo amenaza de ser denunciados y juzgados, 
dado que con mucha frecuencia realizan IVEs no permitidas por la 
ley. Esta situación sólo podría terminar con el cambio de la Ley Orgá-
nica 9/1985 (Barreiro 1998: 248-252). 
En síntesis, el 1M tomó parte en la última etapa del proceso políti-
co que llevó a la despenalización del aborto. El 1M consiguió introdu-
cir en el debate algunas propuestas acerca de la aplicación de la Ley 
Orgánica 9/1985. El Real Decreto de 1986 contiene algunas de estas 
propuestas elaboradas por el 1M, que han hecho más fácil el acceso a 
las lVEs. La laxa aplicación del Real Decreto ha permitido, en la prác-
tica aunque no en la teoría, la realización en centros sanitarios acredi-
tados de abortos prohibidos por la legislación española. . 
DISCUSIÓN DE LOS HALLAZGOS DE LOS CASOS DE ESTUDIO 
El estudio comparado de los dos casos empíricos analizados en este 
capítulo muestra que el organismo de igualdad en España no intervie-
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ne de manera automática en el proceso de toma de decisiones polític~ 
en relación con un asunto dado. Los hallazgos de este capítulo sugie. 
ren que son al menos tres las condiciones necesarias, aunque no sufi-
cientes, para que el 1M consiga introducir nociones de género en uti 
debate: i) que el asunto sea de interés prioritario para el 1M; ii) que d 
equipo directivo del organismo de igualdad haya construido previro. 
mente canales institucionales de colaboración con las autoridades en" 
cargadas en el tema; y iiD que conozca en profundidad la materia y d 
área de política pública relacionada con ella. 
i) En primer lugar, la dirección de la institución feminista ha de 
mostrar un gran interés por el asunto en cuestión. Según he mostrado? 
el aborto constituía una cuestión prioritaria en el Instituto, mientras 
que la formación ocupacional era considerada como importante pero 
no. prioritaria. Además, el aborto ocupaba un lugar preeminente en la 
agenda del equipo directivo del 1M desde la creación del organismo, 
mientras que la formación ocupacional pasó a engrosar la lista de las 
materias importantes sólo a finales de los años ochenta. 
La prioridad conferida al aborto por parte del equipo directivo 
del 1M desde la fundación de la institución puede ser explicada por 
dos razones. De un lado, la directora del Instituto, Carlota Bustelo, al 
igual que la mayor parte de las personas que ocupaban puestos de res-
ponsabilidad, eran partidarias decididas de la despenalización del 
aborto. Casi todas las integrantes de este primer equipo directivo ha-
bían militado en el movimiento de mujeres, una de cuyas reivindica-
ciones centrales consistía en el derecho a la lVE. 
De otro lado, una parte del movimiento feminista demandó con 
vehemencia al 1M que instara al gobierno a despenalizar de forma am-
plia el aborto. Como he descrito en otro lugar (Valiente Fernández 
1996), las asociaciones de mujeres no demandaron de manera unáni-
me la creación de organismos de igualdad con anterioridad a 1983. 
Un sector del movimiento feminista, el sector radical, se opuso clara-
mente a la creación del 1M, y más adelante le acusó continuamente de 
adoptar posturas demasiado moderadas en algunos asuntos 17. Esta 
corriente radical escogió la cuestión del aborto para enfrentarse al 1M, 
intentando mostrar que los organismos de igualdad implicaban la des-
17 La descripción del, sector radical del movimiento feminista y su posición y su es-
trategia respecto al aborto y al 1M proviene, sobre todo, de una entrevista personal a 
Justa Montero, de la Comisión Pro-Derecho al Aborto, realizada por Celia Valiente 
(25 mayo 1994) para otro artículo (Valiente Fernández 1996). 
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vitalización de las demandas feministas. De acuerdo con estas militan-
tes radicales, el 1M y el gobierno socialista apoyarían siempre medidas 
que en ningún caso satisfarían a este y a otros sectores del movimiento 
de mujeres, que en aquel momento demandaban el aborto libre y gra-
tuito realizado en centros públicos. Esta corriente radical estaba com-
puesta por un reducido número de mujeres, pero muchas de ellas eran 
"feministas históricas" , esto es, compañeras de batallas en los años se-
tenta y primeros ochenta de algunas militantes del movimiento que, 
tras la creación del 1M, formaron parte de su primer equipo directivo. 
Algunas de estas feministas radicales vivían en Madrid, y militaban en 
asociaciones radicadas en esa ciudad, donde también se encuentra la 
sede del 1M. Las militantes radicales intentaron boicotear algunos ac-
tos en torno a la interrupción voluntaria del embarazo organizados 
por el 1M, en protesta por la postura del organismo de igualdad acerca 
del aborto (demasiado tibia, en su opinión). Resulta muy difícil medir 
el impacto del feminismo radical sobre las actuaciones del Instituto, 
pero este impacto probablemente existió y fue efectivo en cierta me-
dida. 
ii) En segundo lugar, la comparación de los dos casos de estudio 
incluidos en este artículo muestra que, para conseguir introducir no-
ciones de género en los debates políticos en torno a una cuestión, el 
1M tiene que haber creado previamente canales institucionales de 
transmisión de información y de cooperación con otras instituciones, 
en el área de política pública correspondiente. El organismo de igual-
dad no lo consiguió por lo que respecta a la formación ocupacional, ya 
que a mediados de los ochenta el 1M y el Ministerio del que dependía, 
el de Cultura, no pertenecían al Consejo General de la Formación 
Profesional, uno de los lugares donde se tomaban decisiones sobre 
formación ocupacional. Por contraste, desde la fundación del 1M su 
equipo directivo se reunía periódicamente con autoridades del Minis-
terio de Sanidad para discutir cuestiones varias, entre las que pudo in-
cluirse después el aborto. 
iií) En tercer lugar, y por obvio que parezca, el conocimiento del 
personal directivo del 1M acerca de un asunto concreto, y de las carac-
terísticas del área de política pública correspondiente, resultan de 
gran importancia. Especialmente relevante aqufesel conocimiento de 
la capacidad institucional del Estado para intervenir y solucionar un 
problema dado, así como de las posibles dificultades a la hora de po-
ner en práctica la legislación. 
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Por lo que respecta a la formación ocupacional, el equipo directi-
vo del 1M no contaba con este conocimiento. Además, las característi-
cas del área de política pública relativa. a la formación ocupacional di-o 
ficultaban la intervención del 1M. Es pertinente recordar ahora que, si 
bien en los años ochenta la gestión de los programas formativos ocu-
pacionales formaba parte de las competencias del Estado, desde 1992 
la formación dirigida a los ocupados se administra conjuntamente por 
asociaciones sindicales y empresariales. Resulta clave entender que la 
gestión de la formación ocupacional para trabajadores no ha sido un 
asunto más entre los muchos de los que se han ido encargando las aso-
ciaciones sindicales y empresariales, sino que ha supuesto una fuente 
crucial de financiación para estas organizaciones. Por ello, han defen-
dido a: ultranza su autonomía en este terreno, y han impedido con par-
ticular celo la injerencia de otras instancias en estas actividades centra-
les para su supervivencia económica como organizaciones. 
El caso empírico del aborto muestra que el equipo directivo po-
seía el citado conocimiento por lo que respecta a las lVEs a mediados 
de los años ochenta. Había examinado atentamente la cuestión con 
anterioridad a la creación del 1M, en los años de militancia en el movi-
miento de mujeres, y había continuado ocupándose del tema tras 
1983. 
El conocimiento del área de política pública relativa al aborto y su 
competencia en otras áreas próximas (la referente a la anticoncep-
ción), llevaron al equipo directivo del 1M a realizar considerables es-
fuerzos en intervenir en la aplicación de la Ley Orgánica 9/1985, Y 
bastantes menos en tratar de conseguir otra ley más liberalizadora. Es 
cierto que esta decisión también fue, en parte, una cuestión de tiem-
po, puesto que cuando se creó el 1M el Gobierno ya había preparado 
el proyecto de ley, el cual se estaba discutiendo en el Parlamento. Las 
personas familiarizadas con el funcionamiento parlamentario proba-
blemente suscribirán la afirmación de que era ya demasiado tarde 
para intentar modificar sustancialmente el proyecto, o para elaborar 
otro nuevo. Probablemente entonces al 1M no le quedó otra alternati-
va que la de intentar modificar la aplicación de la ley resultante. Cabe 
mencionar que la directora del 1M, Carlota Bustelo, conocía bien el 
funcionamiento parlamentario, puesto que había sido diputada du-
rante la primera legislatura (1977 -1979). 
Es preciso añadir que algunas experiencias previas de la directora 
del 1M hicieron probable que el organismo de igualdad centrara su 
atención en la aplicación de la Ley Orgánica 9/1985. Al inicio de la 
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primera legislatura, en 1977, no sólo el aborto, sino también la venta y 
publicidad de los anticonceptivos, constituían delitoscastigados~por 
el Código Penal. Carlota Bustelo defendió la legalización de.la venta y 
publicidad de los anticonceptivos, lo cual no resultó fácil,.,ya'qtrese 
aprobó en 1978 tras un acalorado debate. Más tarde, Carlota Bustelo 
y los defensores de la despenalización de la anticoncepción descubrie-
ron con desmayo que la aplicación de la reforma estaba encontrando' 
numerosas dificultades, si es que se estaba aplicando. Los centros de 
planificación familiar no se habían establecido, y los médicos que tra-
bajaban en hospitales y centros sanitarios públicos se negaban a rece-
tar anticonceptivos por razones de conciencia (Bustelo 1979: 4). Por 
ello, en la práctica, el acceso a la anticoncepción continuó estando 
muy limitado. Esta experiencia probablemente hizo a Carlota Bustelo 
estar alerta acerca de la importancia no sólo de contar con buenas le-
yes, sino de conseguir reglamentaciones adecuadas para la puesta en 
práctica de cualquier disposición legislativa que pudiera mejorar la 
posición de las mujeres. 
CONCLUSIÓN 
En este capítulo he analizado la influencia del feminismo de Estado en 
los debates que precedieron a las principales decisiones sobre forma-
ción ocupacional desde 1983. He documentado que el Instituto de la 
Mujer apenas ha intervenido en las discusiones políticas en esta mate-
ria. He examinado, después, el impacto del feminismo de Estado en 
las deliberaciones anteriores a la despenalización del aborto a medida-
dos de los años ochenta. La interrupción voluntaria del embarazo se 
encontraba entre las prioridades del 1M. El organismo de igualdad 
consiguió intervenir en las últimas fases del proceso de toma de deci-
siones políticas, cuando se decidía acerca de la aplicación de la Ley 
Orgánica 9/1985. El 1M introdujo en el debate propuestas que h,aáan 
más fácil el acceso al aborto, propuestas que se incluyeron finalmente 
en la legislación. ~_, 
Los hallazgos empíricos de esta investigación sugieren que no está 
justificada la nula atención prestada a la participación de las mujeres 
en la elaboración de la política social por parte de los principales estu-
dios acerca del Estado de bienestar, realizados desde las perspectivas 
industrialista, socialdemócrata y estatista. Al menos en el caso del 
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aborto examinado en este capítulo, el Instituto de la Mujer desempe-
ñó un papel importante en la regulación de su puesta en práctica. 
Los resultados de este trabajo corroboran la propuesta de algunos 
estudios sobre el Estado de bienestar realizados desde una perspecti-
va de, género, los cuales defienden que las mujeres no sólo son usua-
rias de los programas sociales, sino que contribuyen a su elaboración. 
Estos análisis proponen que las' mujeres son especialmente influyentes 
cuando están encuadradas en partidos socialdemócratas en el poder, o 
forman parte de organizaciones de la sociedad civil. Ello no obstante, 
el presente análisis muestra que existen otros ámbitos posibles de par-' 
ticipación en el diseño de la política social, además de los partidos de 
izquierdas y las asociaciones de mujeres: los organismos de igualdad .. 
Cabe ponderar los hallazgos de este artículo en relación con las 
distintas perspectivas con las que se ha analizado tradicionalmente el 
Estado de bienestar: la industrialista, la socialdemócrata y la estatista. 
Los dos casos de estudio analizados no pueden ni corroborar ni refu-
tar los análisis industrialistas, pues el marco temporal de ambos casos 
empíricos analizados (1983-1998) es de duración reducida, mientras 
que el principal argumento de las investigaciones industrialistas es de 
larga duración, relacionando el proceso de industrialización (que dura 
varias décadas) con la aparición y el desarrollo de la política social. De 
otro lado, la perspectiva socialdemócrata insiste en la importancia de 
la clase obrera organizada en partidos de izquierda y sindicatos como 
actor central en el origen del Estado de bienestar. Es preciso recordar 
que el Instituto de la Mujer fue fundado en 1983 por el Partido Socia-
lista en el gobierno, y que los organismos de igualdad han sido en mu-
chos países creaciones de partidos socialdemócratas en el poder 
(Outshoorn 1992: 5). Por tanto, la victoria electoral del PSOE en Es-
paña en 1982 puede considerarse un factor propiciatorio de la in-
fluencia de las mujeres en el diseño de la política social, al establecer 
un espacio institucional desde el que, en teoría, se puede influir en los 
decisores políticos. Finalmente, al escogerse para esta investigación el 
Instituto de la Mujer como objeto de estudio, este análisis comparte 
con la perspectiva estatista la premisa de que la élite política y buro-
crática constituye un actor crucial en el establecimiento de la política 
social. 
El estudio comparativo de la influencia del Instituto de la Mujer 
respecto a la formación ocupacional y el aborto muestra que son tres 
las condiciones, necesarias pero no suficientes, para que el organismo 
de igualdad ejerza una influencia sustancial en un área de política pú-
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blica determinada: que el asunto constituya una prioridad para el 
equipo directivo de la institución, que éste haya establecido previa-
mente canales de comunicación y cooperación con las autoridades 
que toman decisiones acerca de la cuestión, y que conozca la materia y 
las características del área de política pública. Permítaseme examinar 
más detenidamente la primera y la tercera condiciones. , 
Hemos visto cómo el aborto ocupaba un lugar destacado en la lis-
ta de objetivos del primer equipo directivo del Instituto de la Mujer, 
mientras que no sucedía así en el caso de la formación profesional. 
También hemos comprobado que la prioridad conferida a la interrup-
ción voluntaria del embarazo podía explicarse por el hecho de que la 
primera dirección del Instituto de la Mujer había pertenecido al movi-
miento de mujeres, antes de su paso a las instituciones, siendo el dere-
cho al aborto una de las cuestiones que reivindican tradicionalmente 
las asociaciones feministas. Esta militancia en organizaciones de muje-
res confirió al equipo directivo (o, al menos, a algunos de sus miem-
bros) un conocimiento acerca de la cuestión y de esta área de política 
pública, dadas sus actuaciones reivindicativas previas ante las autori-
dades. Parece, pues, que si un equipo directivo del organismo de 
igualdad procede del movimiento feminista, estará más capacitado 
para intervenir en cuestiones que corresponden a reivindicaciones del 
movimiento de mujeres, tales como el derecho al aborto, o la lucha 
contra la violencia contra las mujeres 18. 
No obstante lo anterior, casi todos los organismos de igualdad se 
fundan con el propósito de introducir la perspectiva de género en to-
das las áreas de política pública, a fin de que todos los decisores políti-
cos incluyan la igualdad entre los hombres y las mujeres como uno de 
sus objetivos (este propósito suele denominarse mainstreaming o 
"transversalidad de las políticas de igualdad"). Los casos empíricos 
contenidos en esta investigación muestran que existen serios obstácu-
los para la aplicación de este propósito de transversalidad, por lo que 
los equipos directivos de los organismos de igualdad se encontrarán 
de modo habitual en la disyuntiva de contribuir a solucionar los pro-
blemas que les resultan familiares, o de tratar de tener algo que decir 
en todos los asuntos que formen parte de la agenda política 19.' 
18 Agradezco a una asistente a la sesión sobre "mujer y ciudadanía" del seminario 
"Ciudadanía y democracia" el haber dirigido mi atención sobre esta cuestión. 
19 Esta apreciación surgió de una conversación con Manuel Pérez Ledesma, a 
quien agradezco su lectura crítica de este trabajo. 
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Por último, cabe añadir que en España la participación en el movi-
miento feminista está, de momento, más extendida entre las militantes 
de partidos de izquierda que de los conservadores. Si estas "dobles 
militantes" (en los grupos de mujeres y en un partido político) acce-
den a la dirección de un organismo de igualdad, tendrán más posibili-
dades de intervenir en determinados asuntos que si la dirección se nu-
tre de las filas de un partido conservador. Esta investigación sugiere 
que las primeras posiblemente habrán adquirido experiencias valiosas 
para la práctica política con las que no contarán las segundas. La com-
paración entre III efectividad de instituciones feministas bajo gobier-
nos socialdemócratas y conservadores está aún poco desarrollada. 
Tradicionalmente se ha argumentado que en el primer caso serán más 
eficaces que en el segundo, porque los partidos de izquierdas son, en 
general, algo más receptivos a las reivindicaciones feministas que los 
segundos. Este trabajo sugiere que existen otras razones para explicar 
esta posible mayor efectividad, aparte de la inclinación general de un 
partido u otro por las cuestiones de la igualdad entre los géneros; en-
tre ellas, la experiencia en el movimiento de mujeres de sus militantes. 
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